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algún criterio añadido que, a la vista de los valores de
seguridad y de legitimidad en juego, pero también de
la libertad y la competencia del Juez en la aplicación
de la legalidad (SSTC 89/1983, 75/1984 y 111/1993),
distinga entre las decisiones que forman parte del campo
de decisión legítima de éste y las que suponen una rup-
tura de su sujeción a la ley. Este criterio no puede quedar
constituido por la mera interdicción de la arbitrariedad,
el error patente o la manifiesta irrazonabilidad, canon
de delimitación de ciertos contenidos del derecho a la
tutela judicial efectiva, pues, amén de desconocer que
la contenida en el art. 25.1 C.E. es una manifestación
de aquel derecho que por su trascendencia aparece cons-
titucionalmente diferenciada, una resolución judicial con-
denatoria que no adolezca de esos defectos puede, no
obstante, resultar imprevisible para el ciudadano —y,
como se ha dicho, no permitirle “programar sus com-
portamientos sin temor a posibles condenas por actos
no tipificados previamente” (STC 133/1987, fundamen-
to jurídico 5.o)— y constituir una manifestación de la
ruptura del monopolio legislativo —y administrativo, con
la subordinación y limitación que le es propia— de deter-
minación de las conductas ilícitas.»

«La seguridad jurídica y el respeto a las opciones
legislativas de sanción de conductas sitúan la validez
constitucional de la aplicación de las normas sanciona-
doras desde el prisma del principio de legalidad tanto
en su respeto al tenor literal del enunciado normativo,
que marca en todo caso una zona indudable de exclusión
de comportamientos, como en su razonabilidad. Dicha
razonabilidad habrá de ser analizada desde las pautas
axiológicas que informan nuestro texto constitucional
(SSTC 159/1986, 59/1990 y 111/1993) y desde
modelos de argumentación aceptados por la propia
comunidad jurídica. Sólo así podrá verse la decisión san-
cionadora como un fruto previsible de una razonable
administración judicial o administrativa de la soberanía
popular. A ese contexto de criterios y valores es al que
nos hemos referido en otras ocasiones como habilitador
de la utilización de conceptos jurídicos indeterminados
en las normas sancionadoras —determinables “en virtud
de criterios lógicos, técnicos o de experiencia” (SSTC
69/1989, 214/1989, 116/1993, 26/1994, 306/1994
y 184/1995)—. Dicho de otro modo, no sólo vulneran
el principio de legalidad las resoluciones sancionadoras
que se sustenten en una subsunción de los hechos ajena
al significado posible de los términos de la norma apli-
cada. Son también constitucionalmente rechazables
aquellas aplicaciones que por su soporte metodológico
—una argumentación ilógica o indiscutiblemente extra-
vagante— o axiológico —una base valorativa ajena a los
criterios que informan nuestro ordenamiento constitu-
cional— conduzcan a soluciones esencialmente opuestas
a la orientación material de la norma y, por ello, impre-
visibles para sus destinatarios. A fin de aplicar el canon
descrito en este fundamento jurídico debe partirse, en
principio, de la motivación explícita contenida en las reso-
luciones recurridas.»

4. Una vez dicho esto, se hace necesario bajar desde
el cielo de los conceptos a ras de suelo, para cortar
tal doctrina a la medida del caso con un razonamiento
tópico. Ante todo, se dan aquí cuantos factores han de
concurrir en la ley penal, tanto formales como tempo-
rales, ya que los hechos constitutivos del delito de coac-
ciones estaban tipificados con anterioridad a su comisión
(art. 496 del Código Penal de 1973). Había norma con
el rango adecuado y no ex post facto. En consecuencia,
ha sido respetada escrupulosamente la reserva de ley
que incorpora el art. 25. 1. C.E. Por otra parte, podrá
compartirse o rechazarse la conveniencia de criminalizar
o no las conductas así enjuiciadas o la interpretación
que al tipo penal den los Jueces, en el plano de la lega-

lidad, pero desde su perspectiva constitucional, única
importante aquí y ahora, la Sentencia impugnada no
merece reproche alguno.

En efecto, la subsunción de los hechos en el tipo
penal es razonable y ha sido suficientemente razonada,
sin violentar el tenor del tipo penal aplicado. No se ha
utilizado para su interpretación un soporte metodológico
absurdo o extravagante, ni cualquier otro axiológico con
valores ajenos a los inspiradores de nuestra Constitución
que pudieran haber provocado soluciones esencialmente
opuestas a la orientación material de la norma y, por
ello, imprevisibles para sus destinatarios» (STC
137/1977), y no puede serle achacada arbitrariedad
alguna, uno de los escasos portillos que permiten a este
Tribunal entrar a revisar esta y cualquiera otra Sentencia
judicial, como guardián último de las garantías e inter-
prete supremo de la Constitución donde aquéllas se con-
tienen, sin producir interferencia alguna en la potestad
de juzgar bajo el imperio de la ley con absoluta inde-
pendencia, cuya es la función jurisdiccional privativa de
los Jueces y Tribunales que uno a uno ejercen y en
su conjunto conforman el Poder Judicial.

En definitiva, una vez comprobado que carecen de
solidez suficiente los distintos alegatos manejados como
fundamento de la demanda, resulta inevitable no dar
lugar al amparo pretendido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver i Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

1179 Sala Segunda. Sentencia 237/1997, de 22
de diciembre de 1997. Recurso de amparo
3.262/1993. Contra resolución sancionadora
adoptada por la Junta de Régimen y Admi-
nistración del Centro Penitenciario de Málaga,
confirmada en alzada por el Juez de Vigilancia
Penitenciaria de dicha ciudad, en Auto que
fue ratificado en reforma mediante otro
posterior. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: incongruencia omisiva de la
resolución judicial.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.262/93, interpuesto
por don Óscar Becalli, a quien representa la Procuradora
doña María Lourdes Amasio Díaz bajo la dirección del
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Letrado don Fernando Palacín Gómez, ambos designa-
dos de oficio, contra resolución sancionadora adoptada
el 21 de junio de 1993 por la Junta de Régimen y Admi-
nistración del Centro Penitenciario de Málaga, confirma-
da en alzada por el Juez de Vigilancia Penitenciaria de
Málaga en Auto dictado el 17 de agosto del mismo
año, que fue ratificado en reforma mediante otro de 20
de septiembre. Ha comparecido el Ministerio Fiscal, sien-
do Ponente el Magistrado don Rafael de Mendizábal
Allende, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Don Óscar Becalli, en escrito que fue registrado
en este Tribunal el 5 de noviembre de 1993, solicitó
la designación de Abogado y Procurador de los del turno
de oficio para interponer el recurso de amparo de que
se hace mérito en el encabezamiento. Realizada y acep-
tada la nominación interesada, la Sección Tercera de
este Tribunal, en providencia de 26 de septiembre
de 1994, hizo saber a los profesionales designados su
nombramiento y les dio traslado para que, en el plazo
de veinte días, formalizasen la demanda de amparo, lo
que realizaron en escrito presentado el 20 de octubre,
en el que relatan que el solicitante de amparo, interno
en el Centro Penitenciario de Málaga, fue sometido a
expediente sancionador (núm. 529/93) en virtud de un
informe emitido por uno de los funcionarios del centro,
siendo formulado pliego de cargos en el que se le imputó
que el 26 de mayo de 1993, cuando se encontraba
en el patio se dirigió al funcionario que emitió el referido
informe y le dijo: «¿Por qué salgo solo?. Me parece muy
bien, pero de aquí también se sale, y en la calle seré
yo el que determine cuándo y cómo te meto una bala
entre ceja y ceja». En la misma fecha en que se le notificó
el pliego de cargos, solicitó ser oído por la Junta de
Régimen y Administración y que, antes de ello, se le
proporcionara asesoramiento. Sin contestar a esta peti-
ción, la Junta dictó el 21 de junio resolución imponién-
dole una sanción de siete días de aislamiento en cuanto
autor de un falta grave.

Disconforme con la anterior decisión, se alzó frente
a la misma ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria de
Málaga, exponiendo que la Junta de Régimen y Admi-
nistración del Centro Penitenciario no le había permitido
defenderse de los hechos que se le imputaban, dado
que no se le había oído ni se le prestó el asesoramiento
que pidió. El Juez, en Auto de 17 de agosto, desestimó
el recurso y confirmó el acuerdo impugnado razonando
que «analizado lo alegado por el interno en el escrito
presentado, lo actuado por el centro penitenciario en
el expediente sancionador, y lo informado por el Minis-
terio Fiscal, procede desestimar el recurso de alzada
interpuesto por aquél, al quedar desvirtuado el principio
de presunción de inocencia recogido como derecho fun-
damental en el art. 24 de la Constitución y, en
consecuencia, confirmar en su totalidad el acuerdo san-
cionador». Esta decisión fue confirmada en reforma
mediante otro Auto dictado el 20 de septiembre, por
no haberse producido una modificación de las circuns-
tancias que determinaron la adopción del recurrido.

En la demanda se sostiene que el acuerdo de la Junta
de Régimen y Administración del Centro Penitenciario
y, en cuanto vinieron a confirmarlo, los Autos del Juez
de Vigilancia Penitenciaria de Málaga han lesionado el
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 C.E.) del solicitante de amparo, al no permi-
tírsele alegar verbalmente ante aquélla lo que estimara
conveniente en la defensa de sus derechos ni propor-
cionársele asesoramiento legal en la tramitación del
expediente disciplinario, pese a haber solicitado ambos
extremos: La audiencia y el asesoramiento. El Juez de

Vigilancia Penitenciaria, lejos de corregir dicha lesión,
ha añadido otra nueva del mismo derecho fundamental,
al incidir en sus Autos en incongruencia entre lo alegado
en los recursos y lo decidido en ellos. Concluye la deman-
da con la solicitud de que, otorgando amparo, sea dictada
Sentencia anulando el acto administrativo y los Autos
impugnados y reponiendo el expediente sancionador al
momento en que el demandante de amparo debió ser
oído.

2. La Sección Tercera, en providencia de 24 de ene-
ro de 1995, resolvió admitir a trámite la demanda y,
encontrándose ya a disposición del Tribunal las actua-
ciones del centro penitenciario, recabar del Juez de Vigi-
lancia Penitenciaria de Málaga la remisión de certifica-
ción o fotocopia adverada de las correspondientes al
recurso de alzada ante él interpuesto. Una vez recibidas
estas actuaciones, en otra providencia de 2 de marzo,
la mencionada Sección acordó dar traslado de unas y
otras actuaciones al recurrente y al Fiscal para que, por
plazo común de veinte días, formulasen las alegaciones
que tuviesen a bien.

3. El recurrente no evacuó el traslado. Sí lo hizo,
por el contrario, el Fiscal, quien en escrito que presentó
el 28 de marzo pidió el otorgamiento del amparo, cuyo
alcance para él no debe ser otro que la anulación de
los Autos del Juez de Vigilancia Penitenciaria, para que
en su lugar se dicten otros en los que se den cumplida
respuesta a la pretensión de indefensión formulada por
el recurrente. Razona que los problemas planteados en
el presente recurso de amparo han sido ya abordados
con anterioridad por este Tribunal. En cuanto a la soli-
citud de asesoramiento antes de ser oído el interno por
la Junta de Régimen, la STC 229/1993 declara que
no existe un derecho a justicia gratuita en los proce-
dimientos no jurisdiccionales, entre los que se encuentra
el penitenciario en su primera fase. Ninguna quiebra del
art. 24.1 C.E. se observa, pues, por el hecho de que
no se nombrara Letrado de oficio al recurrente. No ocurre
lo mismo con la denunciada ausencia de respuesta a
su pretensión en el recurso de alzada ante el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria. El demandante invocó el
art. 24.1 C.E., al habérsele provocado una situación de
indefensión por falta de asesoramiento. En lugar de res-
ponder a tal pretensión, el Auto que resuelve el recurso
lo desestima por haber quedado desvirtuada la presun-
ción de inocencia. Se trata de un caso claro de incon-
gruencia omisiva, muy similar al que determinó el
otorgamiento del amparo en la STC 161/1993.

4. En providencia de 11 de diciembre de 1997 se
señaló para deliberación y votación de este recurso el
día 15 del mismo mes y año, habiendo terminado su
deliberación en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El amparo que tenemos entre las manos bien
podría calificarse como mixto o mestizo si se repara en
que su diana es doble, un acto administrativo y una
Sentencia, cuya validez respectiva se pone en entredicho
por razón de un diferente fundamento constitucional por
invocar aspectos distintos, aunque entrelazados y reme-
jidos, de una misma norma, el art. 24 de la Constitución.
En efecto, la Junta de Régimen y Administración de un
cierto centro penitenciario, cuya identificación no hace
al caso, abrió expediente sancionador a uno de sus inter-
nos, el hoy demandante, que pidió asesoramiento y ser
oído, sin lo cual se le impuso una sanción de siete días
de aislamiento, por lo que se alzó ante el Juez de Vigi-
lancia Penitenciaria, cuyo Auto, en entredicho ahora, rati-
ficó aquella decisión.
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La naturaleza del amparo constitucional, remedio últi-
mo y última trinchera para la defensa de los derechos
fundamentales, cuyo frente o primera línea corresponde
a los Jueces y Tribunales, nos impone determinado orden
metodológico para el enjuiciamiento de los motivos o
reproches formulados a la decisión que sea su objetivo.
Por ello, ha de analizarse ante todo el silencio que —según
se dice— ha producido el vicio de incongruencia por
omisión y sólo en la hipótesis de que tal tacha no se
dé, a nuestro juicio, habrá llegado el momento de abordar
los demás problemas y, en concreto, si hubo indefensión
en el procedimiento sancionador. En efecto, si se com-
probara como cierta aquella tacha de incoherencia en
el diálogo pretensión-respuesta, la única medida idónea
para restablecer el derecho fundamental así quebrantado
habría de consistir no sólo en anular el Auto impugnado
sino en la retroacción de las actuaciones para que el
Juez de Vigilancia Penitenciaria, en la vanguardia de la
protección de los derechos e intereses legítimos de
todos, y más de los fundamentales, dicte otro nuevo
en la alzada, analizando si se dio, o no, la indefensión
alegada oportunamente pero no tenida en cuenta.

2. La queja de incongruencia omisiva nos conduce
al acceso a la justicia como elemento esencial del con-
tenido de la tutela judicial, consistente en provocar una
actividad jurisdiccional que desemboque en la decisión
del Juez y esta posibilidad de dirigirse a uno de ellos
en busca de protección para hacer valer el derecho de
cada quien, tiene naturaleza constitucional por nacer
directamente de la Ley suprema. En definitiva ha de mani-
festarse en una respuesta, cualquiera que sea su forma,
una de cuyas cualidades ha de ser la necesidad de que
todas las resoluciones, salvo las providencias, en todos
los grados jurisdiccionales y cualquiera que sea su con-
tenido sustantivo o procesal, y su sentido, favorable o
desfavorable, exterioricen el proceso mental conducente
a su parte dispositiva. La estructura de toda resolución
judicial motivada contiene, desde siempre, una parte
dedicada a justificar jurídicamente la decisión en que
termina, parte dispositiva o fallo que lleva dentro el impe-
rium o la potestas. La argumentación que precede al
pronunciamiento judicial dota a la resolución judicial de
la auctoritas y le proporciona la fuerza de la razón. Ahora
bien, la motivación de las resoluciones judiciales como
exigencia constitucional (art. 120.3 C.E.) que, como
hemos dicho muchas veces, se integra sin violencia
conceptual alguna en el derecho a una efectiva tutela
judicial, ofrece una doble función. Por una parte, da a
conocer las reflexiones que conducen al fallo, como fac-
tor de racionalidad en el ejercicio del poder y a la vez
facilita su control mediante los recursos que procedan
(uno de ellos, éste de amparo). Actúa, en suma, para
favorecer un más completo derecho de la defensa en
juicio y como un elemento preventivo de la arbitrariedad
(ATC 77/1993).

La motivación no consiste ni puede consistir en una
mera declaración de conocimiento y menos aún en una
manifestación de voluntad que sería un puro dexisio-
nismo, sino que éstas —en su caso— han de ser la con-
clusión de una argumentación ajustada al tema o temas
en litigio, para que el interesado, destinatario inmediato
pero no único, y los demás, los órganos judiciales supe-
riores y también los ciudadanos, por qué no, puedan
conocer el fundamento, la ratio decidendi de las reso-
luciones. Se convierte así en «una garantía esencial del
justiciable mediante la cual, sin perjuicio de la libertad
del Juez en la interpretación de las normas, se puede
comprobar que la solución dada al caso es consecuencia
de una exégesis racional del ordenamiento y no el fruto
de la arbitrariedad» (SSTC 159/1989 y 109/1992, entre
otras). Ahora bien, la obligación de motivar, o lo que
es lo mismo, lisa y llanamente, de explicar la decisión

judicial, no conlleva una simétrica exigencia de exten-
sión, elegancia retórica, rigor lógico o apoyos académi-
cos, que están en función del autor y de las cuestiones
controvertidas. La Ley de Enjuiciamiento Civil (art. 359)
pide al respecto, nada menos pero nada más, que cla-
ridad y precisión. No existe norma alguna en nuestras
leyes de enjuiciamiento que imponga a priori una deter-
minada extensión o en cierto modo de razonar. La moti-
vación ha de ser suficiente y este concepto jurídico inde-
terminado nos lleva de la mano a cada caso concreto,
en función de las cuestiones que plantee y de su impor-
tancia.

3. Dilucidado esto, conviene abordar inmediatamen-
te después el reproche que se imputa al Auto del Juez
de Vigilancia Penitenciaria por su carácter formal en prin-
cipio, aun cuando contenga también resonancias
sustantivas. Se trata de la congruencia como elemento
interno de la decisión judicial (art. 359 L.E.C.) y, en este
caso, de una de las modalidades de su carencia total
o parcial, la incongruencia ex silentio, por otro nombre
omisiva. A criterio de este Tribunal Constitucional sólo
se menoscaba la plenitud de la tutela judicial cuando
el órgano judicial deja sin contestar las pretensiones de
las partes, sometidas a su conocimiento, siempre que
el silencio judicial no puede razonablemente interpre-
tarse como una desestimación tácita por inducirse así
del contexto del razonamiento. Ahora bien, para que
tal tacha sea atendible en esta sede, debe comprobarse
si concurren dos datos esenciales: uno, el efectivo plan-
teamiento del problema y otro la ausencia de respuesta
razonada por parte del juzgador (SSTC 5/1990
y 87/1994).

Es inconcuso que se da el primero de tales elementos,
cuya existencia nadie discute. Efectivamente, la alzada
que el interno formuló contra el acuerdo sancionador
de la Junta de Régimen y Administración del Centro
Penitenciario tenía su soporte en un solo argumento:
su derecho a ser asesorado y oído en el expediente san-
cionador y la indefensión que había padecido por no
haberlo hecho así, con infracción del art. 24.1 de la
Constitución. Pero es que también concurre el segundo,
pues el Juez desestimó el recurso con el único funda-
mento de que había «quedado desvirtuado el principio
de presunción de inocencia recogido como derecho fun-
damental por el artículo 24 de la Constitución». Este
silencio ha de ser calificado como denegación de justicia
y, en la misma medida, menoscaba la efectividad de
la tutela judicial hasta volatizarla (STC 146/1995 y las
que en ella se citan), desde el momento en que una
cuestión planteada y pertinente para la decisión no reci-
bió respuesta alguna del juzgador, sin que por otra parte,
leído con atención el texto de su Auto, pueda colegirse
de su contenido que haya sido ímplicita o tácitamente
rechazada la pretensión. Se trata lisa y llanamente de
un olvido y por tanto de una omisión no deliberada.
Por otra parte, tal omisión no fue subsanada en el Auto
donde se desestimó el recurso de reforma intentado con-
tra el primero. Al contrario, aquél, lejos de restañar la
herida inferida en el precedente, la profundizó por haber
respondido a los distintos y variados motivos de impug-
nación deducidos por el aquí demandante con una
fórmula estereotipada («... no se ha producido una modi-
ficación de las circunstancias que llevaron a concluir
en los razonamientos de la resolución anterior»). Por lo
dicho, ha de serle prestado el amparo que pide con el
alcance expresado al principio de esta nuestra Sentencia,
tal y como hemos hecho en casos sustancialmente igua-
les (SSTC 161/1993, 143/1995 y 169/1996).



66 Miércoles 21 enero 1998 BOE núm. 18. Suplemento

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha negado al demandante su
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva sin
indefensión.

2.o Restablecerle en ese su derecho y, en conse-
cuencia, declarar la nulidad de los Autos que dictó el

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO

Juez de Vigilancia Penitenciaria de Málaga el 17 de agos-
to y el 20 de septiembre de 1993 para que resuelva
el recurso de alzada interpuesto por el demandante con-
tra el acuerdo adoptado el 21 de junio de 1993 por
la Junta de Régimen y Administración del Centro Peni-
tenciario de la misma ciudad.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.


